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     Concepto 5733
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda instaurada por ALIRIO URIBE MUÑOZ, en nombre propio y también en su calidad de representante legal de la Corporación Colectivo de Abogados –José Alvear Restrepo-, quién en ejercicio de la acción pública, solicita a la Corte Constitucional que declare la inexequibilidad del artículo 306 (parcial) de la Ley 599 de 2000, modificada por la Ley 1032 de 2006, cuyo texto, con lo demandado en negritas, se transcribe enseguida:
“LEY 599 DE 2000

 (julio 24)

“Diario Oficial No. 44.097 de 24 de julio de 2000

por la  cual se expide el Código Penal.
EL CONGRESO DE COLOMBIA, 

DECRETA: 

[...]

TITULO X

DELITOS CONTRA EL ORDEN ECONOMICO SOCIAL

CAPITULO PRIMERO

Del acaparamiento, la especulación y otras infracciones

[...]

Artículo 306. Usurpación de derechos de propiedad industrial y derechos de obtentores de variedades vegetales. El que, fraudulentamente, utilice nombre comercial, enseña, marca, patente de invención, modelo de utilidad, diseño industrial, o usurpe derechos de obtentor de variedad vegetal, protegidos legalmente o similarmente confundibles con uno protegido legalmente, incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de veintiséis punto sesenta y seis (26.66) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

En las mismas penas incurrirá quien financie, suministre, distribuya, ponga en venta, comercialice, transporte o adquiera con fines comerciales o de intermediación, bienes o materia vegetal, producidos, cultivados o distribuidos en las circunstancias previstas en el inciso anterior”.
1. Planteamiento de la demanda

El actor considera que las expresiones acusadas vulneran los artículos 1°, 2°, 7°, 8°, 13°, 25°, 28°, 29°, 43°, 44°, 53°, 64°, 65°, 72°, 78°, 79°, 80°, 81°,  93° y 330° de la Constitución Política; los artículos 9° y 14° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; los artículos 2°, 6° y 11° del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; los artículos 2°, 7° y 8° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Convenio sobre la Diversidad Biológica, adoptado en el año de 1992 y que entró en vigor en 1993 mediante la Ley 165 de noviembre 9 de 1994, el Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura, suscrito mediante la Resolución 03 de 2001 de la FAO, y firmado por Colombia el 30 de octubre de 2002, Resolución 5/89 Derechos del Agricultor, Anexo II al Compromiso Internacional sobre Recursos Fitogenéticos, Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación – FAO del 29 de noviembre de 1989, Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General N°. 12, relativa al derecho a una alimentación adecuada, aprobada durante el 20° periodo de sesiones, Convenio 169 de la OIT (Ley 21 de 1991), Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial de las Naciones Unidas, Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados y el principio pro homine, por las siguientes razones:

1. Que “el legislativo al expedir la ley 1032 se extralimitó en la justificación y alcance de la norma”, por cuanto al aplicar dicha disposición solo beneficia a los particulares que tienen derechos de propiedad sobre unas semillas que se originaron a partir de las semillas nativas, vulnerando los derechos fundamentales de los colombianos en general y particularmente de las comunidades indígenas, negras y campesinas, las cuales según las Constitución y los tratados internacionales, tienen derechos sobre las semillas criollas, así como sobre sus formas tradicionales de vida.

   Afirma que, a su juicio, “[e]sta norma no es justificable, puesto que como lo ha señalado la Corte Constitucional el derecho penal en un “Estado democrático sólo tiene justificación como la ultima ratio”. Esto es, como última instancia de actuación para garantizar la convivencia pacífica, previa evaluación de su gravedad; pero este no es el caso para las circunstancias sociales, políticas, económicas y culturales imperantes en la sociedad, en el momento de expedición de la norma por el legislativo”.

   Igualmente, señala que la norma acusada restringe el derecho fundamental a la libertad personal, razón por la cual la examina bajo los criterios del principio de proporcionalidad establecidos por la Corte Constitucional en la sentencia C-720 de 2007, del siguiente modo: 
(i) A juicio del actor, la norma no persigue un fin legítimo. Al privilegiar únicamente al sector de la población que tiene suficientes recursos para implementar tecnología en la producción de un material vegetal, genera un trato desigual entre este sector y los que no cuentan con dichos recursos económicos. Por otra parte, no protege las variedades desarrolladas y conservadas por los agricultores indígenas y campesinos, situación que, en su sentir, genera un efecto contrario al fin perseguido por la norma, esto es, la protección del orden económico y social. Por último, considera que se desestimula la producción agrícola de pequeños y medianos productores por el temor a ser penalizados por poseer semillas que se asemejen a las protegidas por los derechos de obtentores de variedades vegetales. 

(ii) La norma, en sentir del demandante, no consagra una medida idónea, por cuanto no asegura la vigencia de un orden justo sino, por el contrario, restringe el derecho a la libertad personal así como al goce y disfrute de los derechos al trabajo, la alimentación, la biodiversidad y al medio ambiente sano de los pequeños y medianos productores agrícolas quienes no tienen los medios para adquirir semillas u obtenciones vegetales que hayan sido modificadas genéticamente. 

Así mismo, el actor alega que la norma sancionatoria demandada parcialmente desconoce la protección de los conocimientos tradicionales de este segmento poblacional, su participación equitativa tanto en la distribución de los beneficios que se deriven de los recursos fitogenéticos, como en temas relativos a la conservación y utilización sostenible de estos recursos para la alimentación y la agricultura.

(iii) A juicio del demandante, la norma no es una medida necesaria, porque al implementarse una sanción por la posesión, utilización, intercambio o comercialización de variedades vegetales nativas que puedan ser similarmente confundibles con aquellas que han sido registradas por particulares mediante derecho de propiedad industrial, se están  desconociendo los derechos constitucionales a la subsistencia alimentaria y al conocimiento tradicional sobre la sustentabilidad de las semillas nativas de las comunidades locales, quienes de buena fe pueden adquirir una variedad vegetal nativa desconociendo que ésta se encuentra registrada. 

(iv) Agrega que la norma tiene efectos desproporcionados en relación con el beneficio que logra, al proteger con la sanción solamente a las semillas manipuladas por los fitomejoradores y producidas industrialmente, dando un trato desigual y arbitrario a quienes participan de la industria de las semillas y a quienes poseen semillas criollas y realizan actividades agrícolas tradicionales, careciendo esta disposición de razonabilidad y proporcionalidad. 

Finalmente, aduce que el tipo penal genera mayores condiciones de vulnerabilidad para los pequeños productores campesinos, comunidades indígenas y afrocolombianas, toda vez que al restringirse la utilización y comercialización de las semillas nativas, que representan un mínimo vital para su existencia, menoscaba su derecho a una existencia digna. 
2. De otra parte, en sentir del demandante, la disposición atacada vulnera el principio de legalidad y el derecho al debido proceso, por cuanto no delimita ni señala claramente la conducta reprochada, si se tiene en cuenta que los agricultores no tienen la certeza de la conducta típica que se penaliza, puesto que dentro de un país como el nuestro, que goza de variedad de biodiversidad, puede este segmento poblacional tener semillas u otras variedades vegetales que pueden ser similares o confundibles con las que están protegidas por las normas de propiedad del obtentor vegetal, quedando al arbitrio del operador judicial determinar cuándo se está en presencia de una variedad vegetal con dichas particularidades. 

  Además, estima que las expresiones demandadas violan la presunción de inocencia, al establecer una inversión de la carga de la prueba que implica que son los agricultores comunes quienes deben demostrar que las semillas o variedades vegetales que poseen, utilizan o comercializan, no son aquellas que tienen el carácter de protegidas. 
3. Agrega que se viola la realización progresiva de los derechos económicos, sociales y culturales en la medida en que las expresiones demandadas desconocen las obligaciones del Estado frente a los diferentes sectores que viven de la agricultura, por cuanto ahora serán penalizados y criminalizados por desarrollar esta práctica. 

4. Por último, afirma que se vulneró el derecho a la consulta previa toda vez que la reforma introducida al Código Penal afecta de manera directa y específica los derechos a la identidad, a la supervivencia,  al acceso a los recursos naturales y al desarrollo diferenciado de los grupos étnicos, quienes emplean sus conocimientos tradicionales sobre diversas semillas para su utilización y/o comercialización, convirtiéndose esta práctica en su fuente de supervivencia económica, física y cultural.

2. Problema jurídico
Vale advertir que aunque el actor plantea de manera separada las razones que sustentan los cargos por supuestas violaciones a diferentes disposiciones nacionales e internacionales, sus argumentos se concretan en tres: 
(i) la existencia de un tratamiento discriminatorio que se traduce en la vulneración al derecho a la igualdad de las comunidades indígenas, negras y campesinas que ancestralmente han utilizado semillas criollas, esto es, aquellas que no han sido manipuladas o sometidas a tratamiento alguno y que por lo tanto no están protegidas legalmente.

(ii) La violación del principio de legalidad y del derecho a la presunción de inocencia de tales grupos, como elementos fundamentales del debido proceso penal; 
(iii) La violación del derecho a la consulta previa a los pueblos indígenas y tribales, por la expedición de la norma demandada parcialmente.
Por razón de lo anterior, el Ministerio Público procederá a determinar si las expresiones “y derechos de obtentores de variedades vegetales”, “o usurpe derechos de obtentor de variedad vegetal”, “o similarmente confundibles con uno protegido legalmente”, “materia vegetal” y “cultivados” contenidas en el artículo 306 de la Ley 599 de 2000, modificado por el artículo 4 de la Ley 1032 de 2006, vulneran los derechos a la igualdad y al debido proceso tanto de los campesinos, como de las comunidades indígenas y negras que ancestralmente han venido utilizando semillas criollas, así como el derecho a la consulta previa de tales segmentos de la población.

3. Análisis constitucional

Entra el Despacho a resolver los citados problemas jurídicos:
(i) Cuando el artículo 306 del Código Penal establece como comportamiento sancionable la “usurpación de derechos de obtentores de variedades vegetales”, “o similarmente confundibles con uno protegido legalmente” “o materia vegetal” y “cultivados”, realmente lo que está materializando es la protección efectiva del derecho que de manera legítima y con las formalidades propias del ordenamiento jurídico nacional, han obtenido las personas dedicadas a dicha labor, reconocimiento que es otorgado por el ICA, previa verificación del cumplimiento de unos requisitos
.

Así, entonces, se debe recordar que la protección de los derechos del obtentor en cuanto ha logrado una nueva variedad vegetal que por supuesto ha implicado la aplicación de los conocimientos y el desarrollo de un trabajo científico de investigación y creación, conlleva el reconocimiento de la propiedad intelectual derivado de esa creación, razón por la cual no se puede afirmar que la sanción que impone la legislación penal a quienes usurpan derechos de obtentor de variedad vegetal, vulnere el derecho a la igualdad de las comunidades indígenas, campesinas y afrocolombianas que producen, conservan, utilizan e intercambian semillas criollas, esto es, aquellas que no han sido sometidas a procedimiento alguno. Si tales grupos se encontraran en la misma situación de hecho, es decir, si unos y otros hubiesen realizado la misma labor investigativa y de transformación, sí podrían alegar los mismos derechos.
Así las cosas, el Despacho encuentra que la disposición que contiene las expresiones demandadas, en tanto garantiza la salvaguarda de los derechos de los obtentores de variedades vegetales, mediante el castigo a quienes usurpen los títulos de protección particular a ellos reconocidos, no contraviene el derecho constitucional a la igualdad, pues lo que hace es garantizar su ejercicio.

Los derechos de obtentor a que alude el tipo penal analizado, como ya se ha dicho, son reconocidos por el ICA al establecer el cumplimiento de unos requisitos que implican un proceso de creación propio del ingenio humano, para el caso concreto, la obtención de una nueva variedad vegetal. Proceso que, además, puede ser ejecutado por las comunidades campesinas, afrocolombiana o indígenas, toda vez que ellas también pueden crear variedades y obtener los derechos de obtentores conforme lo regula el ordenamiento jurídico nacional.

En este orden, las reformas introducidas al tipo penal contenido en el artículo 306 no desconocen las obligaciones estatales de garantizar y respetar los derechos de las comunidades campesinas, afrocolombianas e indígenas, como lo afirma el accionante, ni desconoce el derecho a la igualdad de estas comunidades, ya que dicha norma impone castigos a cualquier persona que agote la conducta allí descrita, sin importar a qué sector de la población pertenezca y contra quien se dirija.

Lo anterior encuentra respaldo en lo dicho por la Corte Constitucional cuando declaró la exequibilidad del  «CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA PROTECCION DE LAS OBTENCIONES VEGETALES - UPOV - del 2 de diciembre de 1961, revisado en Ginebra el 10 de noviembre de 1972 y el 23 de octubre de 1978», y de su ley aprobatoria, en donde analizó el posible trato discriminatorio en virtud de los derechos a los que podían acceder los obtentores de variedades vegetales:
“Entiende la Corte que, en el proceso de explotación sustentable de los recursos naturales que llevan a cabo las comunidades indígenas, negras y campesinas, pueden llegar a presentarse modificaciones de las especies vegetales con las que se relacionan estos grupos o, incluso, puede haber lugar a la aparición de especies nuevas que se adaptan a las necesidades particulares de la comunidad que las explota. De este modo, las prácticas y conocimientos tradicionales de las culturas minoritarias son fuente de obtenciones vegetales, que deben ser protegidas a través de los mecanismos de propiedad intelectual que surjan como desarrollo del artículo 61 de la Carta, con particular atención al mandato constitucional que exige del Estado y de la sociedad una especial protección a las minorías étnicas y campesinas, y al imperativo deber de resguardar y preservar la diversidad cultural y biológica de la Nación.

[…]

En razón de las observaciones anteriores, la Corte considera que las normas sobre propiedad intelectual protección a los obtentores de nuevas variedades vegetales deben ser respetuosas de las culturas y tradiciones propias de las comunidades indígenas, negras y campesinas, de modo que so pretexto de una necesaria protección en ámbitos propios de la economía de mercado, no se imponga a dichas comunidades restricciones desproporcionadas que atenten contra su propia supervivencia. En consecuencia sería inconstitucional el sistema de protección que no admitiera el reconocimiento de la propiedad colectiva sobre dichas obtenciones o que privilegiara la oportunidad en la cual se presenta la solicitud de reconocimiento del derecho respecto de la existencia previa y notoria de la variedad vegetal y de su utilización tradicional por parte de dichas comunidades.

14. El Convenio bajo estudio reconoce, dentro de los lineamientos generales establecidos, la potestad del Estado colombiano para regular el régimen de propiedad intelectual en materia de obtenciones vegetales. Nada en el citado Convenio impide el reconocimiento de la propiedad colectiva de las minorías étnicas y culturales respecto de las variedades vegetales que hubieren obtenido a través de sus prácticas y conocimientos tradicionales. (Negrilla fuera de texto)

Así las cosas, corresponderá al Estado colombiano, en desarrollo del mandato constitucional que le obliga a proteger a las minorías étnicas y a las culturas tradicionales, diseñar un régimen de propiedad intelectual en materia de obtenciones vegetales que admita la propiedad colectiva en aquellos casos en los cuales esto resulte necesario para garantizar el mantenimiento de las prácticas propias de dichas comunidades en torno a las variedades vegetales por ellas obtenidas. En todo caso, no sobra advertir que la propia Carta introduce criterios y herramientas de protección que pueden ser directamente utilizados por estas comunidades para defender sus intereses”
.  

En suma, queda evidenciado que las expresiones incorporadas al tipo penal descrito en el artículo 306 de la Ley 599 de 2000 no desconocen el derecho a la igualdad que le asiste a los sectores de la población en referencia, por cuanto establece sanciones para quien usurpe derechos de obtentores de variedades vegetales o similarmente confundibles con uno protegido legalmente, sin distinguir si esos obtentores pertenecen o no a  las comunidades indígenas, campesinas y afrocolombianas. Simplemente con dicha disposición se está garantizando la imposición de penas a quienes infrinjan derechos de propiedad intelectual.
(ii) En relación con el segundo problema jurídico, se debe aclarar que a pesar de que los dos cargos que se plantean derivan en el quebrantamiento de la garantía del derecho fundamental al debido proceso, reconocido en el artículo 29 Superior, el análisis empezará por determinar si se viola el principio de legalidad por la ausencia de límites y falta de claridad de la descripción de la conducta reprochable.

En efecto, la Corte Constitucional ha señalado en jurisprudencia pacífica y reiterada que el principio de legalidad penal exige: (i) que el señalamiento de la sanción sea hecho directamente por el legislador; (ii) que este señalamiento sea previo al momento de la comisión del ilícito y también al acto que determina la imposición de la sanción; y (iii) que la sanción se determine no solo previamente, sino también plenamente, es decir que sea determinada y no determinable
.

Teniendo en cuenta que el actor alegó la vulneración del principio de legalidad por cuanto no estaba delimitada ni señalada claramente la conducta reprochada, y que esta circunstancia conforme lo ha dicho la Corte constituye una de las exigencias para la configuración del principio de legalidad penal, el Despacho encuentra que la disposición que contiene las expresiones demandadas determina elementos descriptivos que abarcan los verbos rectores y las circunstancias modales del comportamiento reprochable. Razón suficiente para afirmar que la conducta se encuentra claramente descrita y delimitada, luego la acusación del actor resulta infundada en lo que a este cargo respecta.

En efecto, el tipo penal indica que quien usurpe derecho de obtentor de variedad vegetal, protegidos legalmente o similarmente confundibles con uno protegido legalmente, incurrirá en prisión. Pena en la que también incurrirá quien financie, suministre, distribuya, ponga en venta, comercialice, transporte o adquiera con fines comerciales o de intermediación, bienes o materia vegetal, producidos, cultivados o distribuidos en las circunstancias previstas en el inciso anterior, esto es,  usurpando derechos de obtentor de variedad vegetal.

De la transcripción que precede, se evidencia claramente la descripción de la conducta y los límites que ella encierra, pues lejos de ser indeterminada e imprecisa, contiene elementos descriptivos que permiten identificar y encuadrar el comportamiento del sujeto que en ella incurre.

De otra parte, frente a la presunta vulneración del derecho al debido proceso por la expresión “o similarmente confundibles con uno protegido legalmente”, por transgredir el principio de presunción de inocencia, el Despacho empieza por recordar lo que significa este principio, según lo ha definido la Corte Constitucional, así:

•
“Cualquier persona es inicial y esencialmente inocente, partiendo del supuesto de que sólo se puede declarar responsable al acusado al término de un proceso en el que deba estar rodeado de las plenas garantías procesales y se le haya demostrado su culpabilidad”
.


[…]


•
La presunción de inocencia “se constituye en regla básica sobre la carga de la prueba” de acuerdo con la cual “corresponde siempre a la organización estatal la carga de probar que una persona es responsable de un delito (…) lo que se conoce como principio onus probandi incumbit actori. La actividad probatoria que despliegue el organismo investigador debe entonces encaminarse a destruir la presunción de inocencia de que goza el acusado, a producir una prueba que respete las exigencias legales para su producción, de manera suficiente y racional, en el sentido de acomodarse a la experiencia y la sana crítica. Así pues, no le incumbe al acusado desplegar ninguna actividad a fin de demostrar su inocencia, lo que conduciría a exigirle la demostración de un hecho negativo, pues por el contrario es el acusador el que debe demostrarle su culpabilidad”
 .


[…]


•
“Ni el legislador ni los jueces pueden presumir la culpabilidad de nadie”. Así, “todo proceso penal debe iniciarse con una prueba a cargo del Estado que comience a desvirtuar la presunción de inocencia. Por ello, el legislador no puede implantar en una norma penal de carácter sustantivo una presunción de culpabilidad en sustitución de la presunción de inocencia so pena de violar el artículo 29 de la Constitución”
 .

En el caso en estudio, las expresiones acusadas no implican que la carga de la prueba recaiga en la persona que puede enfrentar un juicio por la conducta de usurpar los derechos de obtentores de variedad vegetal o “similarmente confundibles con uno protegido legalmente”, “o materia vegetal” y “cultivados”, pues en efecto, bajo el actual esquema penal acusatorio no se puede concebir la iniciación de un juicio oral sin que exista prueba que permita determinar, por lo menos de manera preliminar, la comisión de una conducta penal cometida a título de dolo o culpa. Es así como el Estado, representado por el ente acusador, tiene el deber de aportar los elementos materiales probatorios o evidencia física que pretenda hacer valer en el juicio como verdaderas pruebas de la comisión de la conducta y de la culpabilidad del acusado.

Así entonces, el argumento referido a que la disposición demandada invierte la carga de la prueba en flagrante desconocimiento del derecho de presunción de inocencia, queda desvirtuado en la medida que no le está imponiendo al infractor aportar pruebas o hacer demostraciones distintas de las que se permiten de manera general en el sistema penal acusatorio, ya que ante la eventual acusación penal por la comisión de una conducta delictiva, el extremo pasivo de esa acción tiene derecho a defenderse y controvertir las pruebas que comprometan su responsabilidad, con el fin de demostrar su inocencia.


(iii) Ahora bien, en relación con el problema jurídico que alude a la presunta violación al derecho de consulta previa de las comunidades indígenas, campesinas y afrocolombianas, por las expresiones demandadas, el Despacho advierte que no había lugar a efectuar dicha consulta en virtud de que los únicos destinatarios de la ley penal no son las comunidades indígenas y afrocolombianas, sino cualquier persona que incurra en las conductas allí descritas.

Al respecto cabe recordar que la consulta previa, según lo dispuesto en los artículos 6 y 7 del Convenio 169 de la OIT, aprobado por la Ley 21 de 1991, es el derecho que le asiste a todos los grupos étnicos de participar en la toma de medidas de carácter legislativo o administrativo, formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente. En el mismo sentido el artículo 330 de la Constitución Política dispone que “la explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades indígenas. En las decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, el Gobierno propiciará la participación de los representantes de las respectivas comunidades”.    

En conclusión, teniendo en cuenta que las expresiones acusadas no están destinadas a un sector específico de la población, en tanto se dirige a cualquier persona que pueda cometer la conducta punible, se hace innecesario agotar el trámite de la consulta previa para que el legislador pudiera adoptar las medidas de carácter penal que pretenden proteger al orden económico, social y cultural, que para el caso concreto se traducen en el derecho que se le puede reconocer a cualquier obtentor de variedades vegetales o similarmente confundibles con una de ellas.

Según se observa de lo aquí expuesto, no es cierto que la norma demandada parcialmente deba surtir el citado trámite, toda vez que ésta ha sido expedida de manera uniforme y abarca a su aplicación a todos los habitantes de la República ya que trae unas disposiciones sancionatorias para aquellas personas que incurran en el comportamiento descrito, esto es, la usurpación de derechos de obtentor de variedades vegetales, luego las expresiones demandadas no están dirigidas de manera singular o especial a las comunidades indígenas, campesinas y/o afrocolombianas.
4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar EXEQUIBLES las expresiones “y derechos de obtentores de variedades vegetales”, “o usurpe derechos de obtentor de variedad vegetal”, “o similarmente confundibles con uno protegido legalmente”, “o materia vegetal” y “cultivados” contenidas en el artículo 306  de la Ley 599 de 2000, modificado por el artículo 4° de la Ley 1032 de 2006, por los aspectos aquí analizados. 

De los señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/YOrtiz
� Resolución ICA 1893 del 29 de junio de 1995.
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� Ver sentencias C-205 de 2003; M.P. Clara Inés Vargas Hernández, C-774 de 2001; M.P. Rodrigo Escobar Gil, C-416 de 2002; Clara Inés Vargas Hernández, C-271 de 2003; M.P. Rodrigo Escobar Gil y C-576 de 2004; M.P. Jaime Araujo Rentería.


� Ver sentencias C-205 de 2003; M.P. Clara Inés Vargas Hernández, en la que se declaró inexequible un tipo penal que prescribía: “Quien comercie con autopartes usadas de vehículos automotores y no demuestre su procedencia lícita, incurrirá en la misma pena del artículo anterior” y C-289 de 2012; M.P. Humberto Sierra Porto.
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